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SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de Inconstitucionalidad 38/2025, así como los Votos Concurrentes de las personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía e Irving Espinosa Betanzo.

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos.
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e El Congreso del Estado de Quintana Roo establecio que
para ocupar la rectoria de la Universidad Judicial era
necesario ser “quintanarroense”. Esta disposicion excluia
de forma absoluta a cualquier persona mexicana no
originaria o residente de la entidad, sin evaluar sus meéritos,

o = capacidades o experiencia profesional, afectando su
t"-cual e§ _Ia derecho a competir por el cargo en condiciones de
problematica? igualdad.

e |a Corte considerd que el requisito de origen local no esta
vinculado con las funciones académicas y administrativas
propias de la rectoria.

e |a exigencia de ser “quintanarroense” no guarda una
relacion légica ni funcional con el desempeno del cargo, y

Ecual es EI por tanto constituye una distincion no justificada que
vulnera los derechos a la igualdad y a acceder al servicio
argumenJD publico con base en el mérito.
central:

\q
: e Declard la inconstitucionalidad de la porcion normativa que

exigia ser “quintanarroense” para ejercer la rectoria.
. . » e Determind que dicha restriccion es inconstitucional.
é_uue resol\ﬂo e Al tratarse de un cargo técnico-administrativo, la exigencia

- de origen es injustificada y representa una exclusion basada
Ia corte . en un criterio extrinseco al perfil del puesto.

e En consecuencia, la norma fue invalidada.
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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al trece de enero de dos mil veintiséis, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve fundada la acción de inconstitucionalidad 38/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en la que demandó la invalidez del artículo 7, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, al incluir la porción normativa “y quintanarroense”, la cual exige ser persona ciudadana de dicha entidad para ocupar el cargo de persona titular de la Rectoría de la mencionada institución, reformado mediante Decreto Número 094, publicado el cuatro de febrero de dos mil veinticinco, en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa.

I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA

1.
Presentación del escrito inicial por la Comisión accionante. Por escrito presentado el seis de marzo de dos mil veinticinco, a través del buzón judicial en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, María del Rosario Piedra Ibarra, en su carácter de presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, promovió acción de inconstitucionalidad en la que solicitó la invalidez de la porción normativa “y quintanarroense” del artículo 7, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, argumentando que es discriminatorio e injustificado, vulnerando los derechos fundamentales a la igualdad y el acceso a cargos públicos en condiciones de equidad. Dichos artículos se expidieron mediante Decreto Número 094, publicado el cuatro de febrero de dos mil veinticinco, en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa.

2.
Conceptos de invalidez. En su escrito inicial, la accionante expuso, dentro de su único concepto de invalidez, que el requisito de ser “quintanarroense” para acceder a la Rectoría de la Universidad referida es una medida discriminatoria, injustificada y desproporcionada, concretamente contraviene los derechos de igualdad y a ocupar un cargo público, en síntesis, por las razones siguientes:

i)
Derecho a la igualdad y no discriminación: la norma transgrede el artículo 1° de la Constitución Federal al establecer una distinción basada en el origen.

ii)
La exigencia excluye de forma absoluta a cualquier persona ciudadana mexicana que no tenga dicha calidad, creando un trato diferenciado arbitrario que no se fundamenta en criterios objetivos ni razonables.

iii)
Identifica entre una "distinción" -como razonable y objetiva- y una "discriminación" -diferencia arbitraria-, concluyendo que la norma impugnada cae en la segunda categoría, ya que la calidad de "quintanarroense" no guarda relación alguna con las capacidades o méritos necesarios para el cargo.

iv)
 Derecho a ocupar un cargo público: violación del artículo 35, fracción VI, de la Constitución Federal, que garantiza a los ciudadanos mexicanos el derecho a ser nombrados para cualquier empleo público, teniendo las "calidades que establezca la ley".

v)
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha interpretado que el concepto de "calidad" se refiere a características inherentes a la persona (perfil idóneo, eficiencia, eficacia) y no a aspectos extrínsecos como el lugar de origen o residencia.

vi)
El requisito impugnado impide que personas ciudadanas mexicanas con las calificaciones, aptitudes y experiencia necesarias puedan aspirar al cargo, basando la exclusión en un criterio no relacionado con el mérito profesional.

vii)
Análisis de test de proporcionalidad u ordinario de razonabilidad: para evaluar la medida legislativa, concluyendo que ésta no supera ni la primera etapa del escrutinio.

viii)
Finalidad constitucionalmente válida: no se vislumbra con claridad que con tal diferencia de trato se busque la consecución de alguna finalidad que se encuentre protegida por la Constitución Federal. No existe una base objetiva para determinar que solo un ciudadano de Quintana Roo pueda ejercer el cargo con probidad, profesionalismo y capacidad.

ix)
Instrumentalidad y proporcionalidad: al no superar la primera grada, es innecesario analizar las etapas subsecuentes, pues la medida carece de una finalidad legítima que justifique la restricción a los derechos fundamentales.

3.
Admisión y trámite. El diez de marzo de dos mil veinticinco, la entonces Presidencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la presente acción de inconstitucionalidad bajo el número 38/2025 y turnó el asunto al Ministro Alberto Pérez Dayán para instruir el procedimiento y formular el proyecto de resolución respectivo.

4.
El diecinueve de marzo de dos mil veinticinco, el Ministro instructor admitió a trámite la acción, tuvo como parte actora a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y como autoridades demandadas a los poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de Quintana Roo, emplazándolos para que rindieran los respectivos informes de ley. Por último, dio vista a la Fiscalía General de la República para que formulara pedimento, así como a la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo Federal para que manifestara lo que a su representación correspondiera.
5.
Informe del Poder Legislativo de Quintana Roo. El veintiocho de abril y el veintidós de mayo de dos mil veinticinco, la Directora de Análisis Jurídico Legislativo del Poder Legislativo del estado de Quintana Roo y el Presidente de la Junta de Gobierno y Coordinación Política de la XVIII Legislatura del Poder Legislativo del Estado de Quintana Roo, pretendieron rendir su informe en el que señalaron que el decreto es válido por diversas razones. No obstante, el Ministro instructor en relación con el primer intento consideró la falta de legitimación procesal y la extemporaneidad en el segundo.

6.
Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo. El seis de mayo de dos mil veinticinco, el Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo, rindió el informe correspondiente en el que afirmó la validez de la norma y expuso lo siguiente:
i)
Causa de improcedencia: la acción debería sobreseerse porque la Comisión Nacional de los Derechos Humanos no hace valer propiamente violaciones a la Constitución, sino que se limita a enunciar de manera genérica una supuesta transgresión a los derechos de igualdad y acceso a cargos públicos.

ii)
Defensa del requisito como medida de residencia: el artículo 23.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, permite a la ley reglamentar el ejercicio de derechos políticos por razones de residencia.

iii)
Sostiene que el requisito de ser quintanarroense es una manifestación de este principio y busca garantizar el arraigo de la persona en el cargo.

iv)
Garantía de estabilidad institucional: el arraigo es crucial para asegurar que el titular cumpla con su encargo de cuatro años, evitando que abandone la función que le haya sido encomendada, causando con ello un daño y perjuicio al buen desarrollo del servicio público.

v)
Análisis de las funciones del cargo: detallan las atribuciones de la persona rectora (dirigir, coordinar, gestionar convenios, proponer planes académicos, etc.), concluyendo que estas son actividades imprescindibles que, en caso de abandono del titular, causarían un grave daño al funcionamiento de la Universidad.

7.
No pasa inadvertido que, al rendir su informe, el Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo expuso que únicamente actuó en cumplimiento a las facultades y obligaciones que a su favor se prevén en diversos preceptos legales y que la promovente solamente manifestó conceptos de invalidez respecto de la porción normativa, no así de los actos del procedimiento legislativo que le competen, por lo que su actuar no puede ser considerado inconstitucional.
8.
Lo anterior no es motivo para sobreseer en la presente acción de inconstitucionalidad respecto de dicho poder, pues este Tribunal Pleno reitera que los poderes ejecutivos locales se encuentran invariablemente implicados en la emisión de las leyes, al otorgarles validez y eficacia a través de su promulgación y publicación, por lo que tienen una verdadera injerencia en el proceso legislativo.
 Por tanto, procede realizar el estudio de fondo.
9.
Pedimento. La Fiscalía General de la República no formuló pedimento en el presente asunto.

10.
Cierre de la instrucción. Por acuerdo de veintisiete de mayo de dos mil veinticinco, se declaró cerrada la instrucción del asunto para elaborar el proyecto de resolución respectivo.

11.
Returno. Mediante proveído de cuatro de septiembre de dos mil veinticinco, al haber iniciado funciones los integrantes de la nueva Suprema Corte de Justicia de la Nación, la actual Presidencia de esta Suprema Corte returnó el asunto al Ministro Arístides Rodrigo Guerrero García para la elaboración del proyecto respectivo.
II. COMPETENCIA

12.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 16, fracción I, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y 1° de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Federal, toda vez que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos planteó la posible invalidez de normas emitidas por una entidad federativa que se consideran violatorias de los derechos constitucionales de igualdad y no discriminación y de acceso a un cargo público.
III. PRECISIÓN DE LA NORMA IMPUGNADA

13.
La norma impugnada es el artículo 7, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, en su porción normativa “y quintanarroense”, la parte actora la considera injustificada, y aduce que vulnera los derechos fundamentales a la igualdad, la no discriminación y el acceso a cargos públicos en condiciones de equidad. Dicha norma establece:
“Artículo 7. La persona titular de la Rectoría tendrá la representación oficial y legal de la Universidad Judicial y presidirá el Comité Académico; durará en su encargo cuatro años, con posibilidad de reelección por una sola ocasión.

Para ser titular de la Rectoría se requiere:
I. Ser persona ciudadana mexicana y quintanarroense, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos;…”.
14.
El alcance normativo principal del artículo impugnado se centra en el establecimiento de un requisito de ciudadanía local para ocupar un puesto directivo de alto nivel dentro de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, lo cual tiene el efecto de excluir absolutamente a cualquier ciudadano mexicano que no cumpla con esa calidad.
IV. OPORTUNIDAD

15.
Conforme al artículo 60, párrafo primero de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el plazo para promover acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales, computados a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el medio oficial correspondiente; en caso de que el último día del plazo sea inhábil, la demanda puede presentarse el primer día hábil siguiente.

16.
En este caso la acción de inconstitucionalidad es oportuna, pues la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, expedida mediante Decreto Número 094, se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo el martes cuatro de febrero de dos mil veinticinco, por lo que el plazo para presentar la acción transcurrió del miércoles cinco de febrero al jueves seis de marzo de dos mil veinticinco.

17.
Consecuentemente, si la acción de inconstitucionalidad se presentó a través del buzón judicial en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte el jueves seis de marzo de dos mil veinticinco, resulta claro que se promovió en forma oportuna.
V. LEGITIMACIÓN

18.
En este caso, el escrito inicial fue suscrito por la maestra María del Rosario Piedra Ibarra, en su carácter de presidenta de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, lo que acreditó con copia certificada de su designación, expedida por el Senado de la República el doce de noviembre de dos mil veinticuatro.
19.
Dicha funcionaria ostenta la representación de la actora y cuenta con la facultad expresa para promover acciones de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política del país, 15, fracciones I y XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y 18 de su Reglamento Interno.

20.
Aunado a ello, en el presente caso se plantea la incompatibilidad del artículo 7, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, porque se planteó la posible invalidez de normas emitidas por una entidad federativa que se consideran violatorias de los derechos constitucionales de igualdad y no discriminación y a ocupar un cargo público, contemplados en la Constitución Política del país.
21.
Así, al ser la Comisión Nacional de los Derechos Humanos un órgano legitimado para ejercer la acción de inconstitucionalidad en este supuesto, debe concluirse que fue hecha valer por parte legitimada.
VI. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO

22.
El Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo alegó que la acción de inconstitucionalidad es improcedente y, por tanto, debe sobreseerse, conforme a la fracción VIII del artículo 19, con relación al 65, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
 porque la demanda carece de un argumento lógico y jurídico que confronte la norma impugnada con el derecho o principio transgredido, sino que se limita a enunciar de manera genérica que se violan los derechos de igualdad, no discriminación y a ocupar un cargo público, previstos en los artículos 1° y 35 constitucionales, y son simples afirmaciones que no son suficientes para evidenciar que la norma es inconstitucional.

23.
Previamente a resolver esta objeción, debe decirse que como la acción de inconstitucionalidad tiene el objeto de plantear la posible contradicción entre una norma general, la ley de Quintana Roo y la Constitución Federal, el estudio debe realizarse en interés abstracto de preservar la supremacía constitucional y el análisis de la constitucionalidad de las normas impugnadas, conforme a las disposiciones vigentes al momento de resolver.
24.
En ese sentido, dado que el asunto bajo análisis incide directamente en los derechos humanos, y en atención al principio pro persona y al control de convencionalidad, este Tribunal Pleno estima oportuno señalar que a la luz de la reforma constitucional de quince de septiembre de dos mil veinticuatro, la jurisprudencia emitida con anterioridad conserva fuerza interpretativa, en la medida en que no se oponga a los criterios desarrollados en la presente resolución o, en su caso, haya sido modificada por los cauces legales establecidos para tal efecto.

25.
La estabilidad doctrinal en estas materias resulta indispensable para garantizar la previsibilidad judicial, la unidad del sistema constitucional y la correcta interacción entre el derecho interno y los estándares internacionales. En consecuencia, la presente determinación representa la actualización sistemática de principios previamente establecidos, en armonía con la estructura institucional vigente.

26.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha consolidado una doctrina jurisprudencial robusta en materia de acciones de inconstitucionalidad, en la que se privilegia el análisis de fondo y el principio de supremacía constitucional por encima de formalismos argumentativos, particularmente cuando la causa de improcedencia exige examinar el contenido sustancial del debate.

27.
La interpretación fundamental es que, si una causa de improcedencia requiere realizar un análisis íntimamente relacionado con el fondo del negocio, debe desestimarse; asimismo, ha sostenido que las causas de improcedencia deben ser claras e inobjetables. Si la alegación de improcedencia, como la que hace valer el Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo implica determinar si los argumentos del promovente son suficientes para demostrar que la norma es inconstitucional, esto obliga al juzgador a resolver el mérito de la controversia.

28.
Entonces, si el argumento al señalar que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos no presentó un "argumento lógico y jurídico", fuerza a prejuzgar la inconstitucionalidad de la norma, lo cual es propio del estudio de fondo, por lo que debe desestimarse y proceder directamente al análisis de constitucionalidad.

29.
Contrario a la exigencia del Poder Ejecutivo local de un silogismo o un argumento lógico y jurídico, la acción de inconstitucionalidad, como medio de control abstracto, opera con amplias facultades de suplencia y para proceder al estudio de los conceptos de invalidez y basta con que en el escrito de demanda se exprese con claridad la contravención de la norma combatida con cualquier precepto de la Constitución Federal, y no se exige que la expresión de los conceptos de invalidez se haga como un verdadero silogismo.

30.
Si en la demanda se expresan deficientemente los conceptos de invalidez, esto no la hace improcedente, sino que genera la obligación de la Suprema Corte de suplir esa deficiencia.

31.
El sistema de suplencia es tan amplio en esta vía -excepto en materia electoral- que la Corte puede fundar su declaratoria de inconstitucionalidad en la violación de cualquier precepto constitucional, haya sido o no invocado en el escrito u oficio inicial. Es decir, la suplencia opera aun ante la ausencia de conceptos de invalidez. Por tanto, si la Comisión Nacional de los Derechos Humanos solo enunció la violación, como alega el Ejecutivo local, la Corte tiene la facultad de desarrollar los argumentos necesarios para restaurar el orden constitucional.

32.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación tiene como rol, el control de la regularidad constitucional y en esta vía no está limitado a categorías específicas, lo cual minimiza el peso de los formalismos en la presentación de la demanda.

33.
La Corte está autorizada para examinar todo tipo de violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Esto incluye garantizar la aplicación de derechos humanos como la igualdad, el principio de no discriminación -artículo 1°- y el acceso a cargos públicos -artículo 35-, que son precisamente los derechos que la parte actora estimó fueron violados por el requisito de ser quintanarroense.

34.
En ese orden de ideas, la interpretación de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que el argumento del Poder Ejecutivo local, centrado en la supuesta deficiencia argumentativa de la demanda, carece de sustento procesal, porque obliga a resolver el fondo para validar la causa, la cual la desestima, y el sistema procesal de la acción de inconstitucionalidad impone la obligación de suplir la queja, asegurando que el mérito del asunto -la violación de la igualdad y no discriminación por requerir la calidad de "quintanarroense"-, sea analizado.

35.
Por tanto, procede realizar el estudio de fondo.
VII. ESTUDIO DE FONDO

36.
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos planteó un concepto único de invalidez que divide en argumentos específicos relativos a los derechos fundamentales que considera vulnerados: (i) de igualdad y prohibición de discriminación, (ii) a ocupar un cargo público y (iii) la inconstitucionalidad del artículo 7, fracción I, en la porción normativa "y quintanarroense", de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo.

37.
El primer concepto de invalidez -el principal-, es que la porción normativa impugnada establece un requisito discriminatorio e injustificado que impide acceder a la titularidad de la rectoría de la Universidad Judicial en igualdad de condiciones, que considera violatorio de los artículos 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 23.1, inciso c) y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
; y 2, 25, inciso c), y 26 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos,
 es decir, sostiene que la norma viola el principio de igualdad y no discriminación.

38.
La exigencia de ser persona quintanarroense excluye de forma absoluta a cualquier persona ciudadana mexicana que no ostente dicha calidad en términos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo.

39.
La norma hace una diferencia de trato al obstaculizar el acceso al cargo de titular de la rectoría a cualquier persona mexicana que no posea la calidad de quintanarroense. Esta distinción constituye una discriminación constitucionalmente vedada porque no se sustenta en criterios razonables y objetivos. La distinción es injustificada porque no guarda relación alguna con las funciones a desempeñar en el cargo público de rectoría.

40.
El segundo concepto de invalidez se relaciona con el derecho a ocupar un cargo público, que considera violatorio del artículo 35, fracción VI, constitucional, que contraviene el derecho de acceso a cargos públicos, porque garantiza a todos los ciudadanos mexicanos a ser nombrados para cualquier empleo o comisión del servicio público, siempre que cumplan con las calidades que establezca la ley.

41.
Aunque la ley puede establecer calidades (requisitos), éstas deben estar directamente relacionadas con el perfil idóneo para el desempeño de la respectiva función, utilizando criterios objetivos y razonables que eviten discriminar sin la debida justificación.

42.
El requisito de ser quintanarroense no resulta admisible porque su establecimiento no es razonable ni objetivo, ya que las actividades inherentes al cargo pueden ser desempeñadas por cualquier otra persona nacida en otra entidad federativa si cuenta con las capacidades profesionales necesarias.

43.
En el tercer argumento relacionado con la inconstitucionalidad de la norma -artículo 7, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial de la entidad federativa y manifiesta que establece una distinción entre ciudadanos quintanarroenses y aquellos que no lo son para acceder al cargo público. Propone aplicar un test ordinario de proporcionalidad o de razonabilidad, dado que la exigencia no constituye una categoría sospechosa.

44.
El requisito impugnado no supera la primera grada del examen de razonabilidad, pues no se advierte que persiga una finalidad constitucionalmente imperiosa ni que tenga una conexión directa con el debido cumplimiento de las atribuciones conferidas al cargo. Por tanto, se considera que el requisito genera una exclusión injustificada e irrazonable y debe declararse su invalidez.

45.
Finalmente, al declarar la inconstitucionalidad de la disposición, solicita se hagan extensivos los efectos a todas aquellas normas que estén relacionadas con la porción normativa impugnada.

VII.1 Parámetro de control de regularidad constitucional

46.
La demanda de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos se centra en que el requisito que establece "y quintanarroense" es una restricción discriminatoria e injustificada al derecho a la igualdad y al acceso a cargos públicos.

47.
Para resolver los conceptos de invalidez, se debe confrontar la norma impugnada con el parámetro de control de regularidad constitucional, el cual se integra tanto por normas nacionales como internacionales, es decir, está integrado por el conjunto de normas y principios de derechos humanos, tanto de fuente nacional como internacional, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación utilizará para confrontar la validez de la norma impugnada.

48.
El parámetro de control de regularidad constitucional se integra por el conjunto de derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte. Conforme al artículo 1° constitucional, dichos derechos se articulan de manera armónica, sin establecer jerarquías entre sus fuentes, y conforman un bloque normativo que obliga a todas las autoridades a garantizar la protección más amplia a las personas. Este marco normativo autoriza y exige a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación a examinar toda posible violación a los derechos fundamentales, tanto en su dimensión constitucional como convencional.

49.
Los derechos fundamentales gozan de una doble cualidad: subjetiva y objetiva. Por un lado, se configuran como derechos públicos subjetivos y, por otro, se traducen en elementos objetivos que informan o permean todo el ordenamiento jurídico.

50.
Hablar de constitucionalidad o convencionalidad implica hacer referencia al mismo parámetro de regularidad o validez. El control de convencionalidad es una herramienta utilizada para analizar la conformidad de las normas del ordenamiento jurídico mexicano con los derechos humanos contenidos en el parámetro de regularidad constitucional.

51.
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos alega que la norma establece una restricción discriminatoria. El análisis de esta restricción debe hacerse bajo el principio pro persona, que exige a quienes juzgan buscar la protección más amplia, es decir, todas las autoridades del país, al igual que las personas juzgadoras, están obligadas a interpretar el orden jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

52.
El principio pro persona obliga a la autoridad a elegir la interpretación que favorezca más ampliamente los derechos, e inversamente, acudir a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones. Se plantea en la demanda que el requisito de ser quintanarroense impone una restricción al derecho a ocupar un cargo público.

53.
El modelo de control de convencionalidad establece tres pasos: (i) interpretación conforme en sentido amplio, (ii) interpretación conforme en sentido estricto y, si estas alternativas no son posibles (es decir, si la norma no se puede interpretar de manera que respete el derecho humano), (iii) el juez está obligado a la inaplicación de la ley. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos propone que el requisito de origen local debe ser declarado inválido por no superar el test de razonabilidad.

54.
En el caso, la acción fue promovida por un organismo de protección de derechos humanos, por lo que puede plantear violaciones a derechos humanos, que incluyen la posibilidad de denunciar violaciones al principio de legalidad, establecido en los artículos 14 y 16 Constitucionales, que permitan construir un argumento de violación por incompatibilidad con un tratado internacional sobre derechos humanos.
 En este caso, los tratados fundamentales son la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos como normas para juzgar la validez del decreto en estudio.

55.
Como se ha señalado, este tribunal constitucional debe suplir los conceptos de invalidez y puede fundar la declaración de inconstitucionalidad en la vulneración de cualquier precepto constitucional, haya sido o no invocado en el escrito inicial. Si bien el artículo 5 constitucional no fue expresamente señalado en la demanda, debe considerarse en suplencia de la queja, pues garantiza el derecho a la libertad de trabajo como principio fundamental que protege la posibilidad de ejercer una actividad lícita y obtener una remuneración adecuada por ella.

56.
Por tales motivos, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación está obligada a suplir los conceptos de invalidez planteados en la demanda. Incluso si los argumentos son deficientes, basta con que se exprese claramente la contravención con cualquier precepto de la Constitución Federal. Además, puede fundar la declaratoria de inconstitucionalidad en la violación a cualquier precepto constitucional, haya sido o no invocado en el escrito inicial, al no tratarse de materia electoral.

57.
En el caso específico, el parámetro de regularidad se integra por los bloques nacional e internacional, así como criterios jurisprudenciales para analizar lo que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos consideró vulnerados por el artículo 7, fracción I, en la porción normativa "y quintanarroense", de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo.

a) Normas constitucionales aplicables
58.
El artículo 1° establece que todas las personas gozan de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México es parte; impone, además, a todas las autoridades la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar tales derechos, conforme a los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Consagra el principio pro persona, que exige interpretar las normas de la manera que más favorezca a las personas.

59.
El artículo 3° constitucional rige la educación impartida por el Estado y tiene por objeto el desarrollo armónico de todas las facultades del ser humano, fomentando el amor a la Patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia.

60.
Dado que en la norma impugnada se argumenta un requisito como discriminatorio -y quintanarroense- para la máxima autoridad de una institución educativa, es relevante confrontar dicho requisito con el mandato constitucional de promover la educación de calidad y garantizar que los puestos de dirección respondan a un perfil idóneo que asegure el cumplimiento de los fines del artículo 3, y no a un origen geográfico irrelevante.

61.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el contexto de otra acción de inconstitucionalidad, ha reconocido que el parámetro de regularidad constitucional se integra también en temas educativos, con el artículo 3 constitucional. Dicho precepto, en su inciso e) y fracción II, impone la obligación de implementar medidas que favorezcan el ejercicio pleno del derecho a la educación de las personas y combatir las desigualdades.

62.
El artículo 5 constitucional, garantiza el derecho a la libertad de trabajo, previsto como un principio fundamental que protege la posibilidad de dedicarse a una actividad lícita y recibir un pago adecuado por ella.

63.
El artículo 35, fracción VI, constitucional que consagra el derecho a ocupar un cargo público, teniendo las calidades que establezca la ley.

64.
El artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su Apartado B, es la base que rige las relaciones laborales entre los Estados y sus trabajadores. El legislador local expide leyes laborales con base en lo dispuesto por este precepto.

65.
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos argumenta que el requisito de ser quintanarroense es una distinción injustificada y no está estrechamente vinculada con el empleo, ni relacionada con el perfil idóneo. Estos argumentos de mérito, eficiencia, y capacidad están intrínsecamente ligados a los principios que rigen el acceso a la función pública, que se desarrollan legalmente a partir del artículo 123 constitucional, Apartado B, fracción VII, sobre sistemas de apreciación de conocimientos y aptitudes.

66.
Por ende, se analizará si la restricción impugnada que limita el acceso a un cargo público es violatoria o no del derecho humano al trabajo digno y al acceso a la función pública.

67.
El artículo 133 dispone que la Constitución, las leyes del Congreso de la Unión y los tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo y aprobados por el Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión, lo que refuerza la integración de los tratados en el parámetro de regularidad constitucional.

b) Normas convencionales aplicables
68.
A continuación, corresponde abordar el marco normativo aplicable de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, particularmente aquellos artículos que establecen los deberes estatales de respeto y garantía, así como las normas de igualdad, no discriminación y acceso a funciones públicas en condiciones de igualdad.

69.
Los artículos 1.1 -obligación de respetar y garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos sin discriminación por motivos de nacimiento, origen nacional o social, o cualquier otra condición social-; 2 -deber de adoptar disposiciones de derecho interno para hacer efectivos los derechos y libertades-; 23, numeral 1, inciso c) -derecho de los ciudadanos a acceder, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país-; y 24 -principio de igualdad ante la ley-, todos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, constituyen parámetros vinculantes de igualdad y no discriminación que rigen el actuar estatal.

70.
Los artículos 2 -compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos en el Pacto-, 25, inciso c) -derecho y oportunidad de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país-, artículo 26 -prohibición de toda discriminación por motivos de, entre otros, nacimiento u otra condición social.

71.
Dado que esa convención y pacto han sido ratificados por el Estado Mexicano, y que su contenido se refiere a derechos humanos, esas normas forman parte del parámetro de regularidad constitucional en los términos de los artículos 1 y 133 de la Constitución, y su incumplimiento compromete la validez del acto legislativo.

c) Doctrina jurisprudencial constitucional relevante

72.
La jurisprudencia se integra a partir de un conjunto de criterios derivados de diversas sentencias que abordan escenarios jurídicos semejantes, permitiendo identificar la doctrina que subyace en ese cuerpo acumulado de precedentes.

73.
El parámetro de regularidad se complementa con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, especialmente aquella establecida en casos contenciosos, siempre que resulte más favorable a la persona (principio pro persona).

74.
Por tanto, la presente acción busca verificar si el requisito de ser quintanarroense para acceder a un cargo público local es compatible con el estándar unificado de derechos humanos que prohíbe las distinciones injustificadas basadas en el origen o condición social, y si restringe de manera irrazonable el derecho ciudadano de acceso al empleo público.

75.
El parámetro de regularidad constitucional opera como un espectrómetro judicial: en lugar de utilizar solo la luz nacional -la Constitución- o la luz internacional -los tratados-, utiliza un haz completo de ambas fuentes de derechos humanos para medir si una ley local (la norma impugnada) contiene alguna sombra inaceptable de discriminación o restricción injustificada.

76.
Por tanto, para resolver la inconstitucionalidad alegada por una restricción discriminatoria, es necesario partir del análisis del parámetro de regularidad constitucional que rige la validez de los actos legislativos, que incluye tanto las normas constitucionales como las convencionales que, en virtud de su jerarquía y fuerza normativa, obligan a todas las autoridades del Estado Mexicano y servirán para juzgar la validez del artículo 7, fracción I, en la porción normativa "y quintanarroense", de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo impugnado.

77.
En el presente asunto se aplicarán criterios jurisprudenciales y analogías doctrinales, trato diferenciado y requisitos de acceso, para concluir con la determinación sobre la validez o invalidez constitucional de la porción normativa controvertida.

VII.2 Estudio del principio de igualdad y distinción injustificada

78.
Este apartado se centra en el análisis del principio de igualdad y la prohibición de distinción no justificada, reconocidos como ejes estructurales del orden constitucional mexicano e internacional. El estudio aborda, en primer término, el contenido sustantivo de dicho principio dentro del parámetro de control de constitucionalidad.

79.
En segundo lugar, se examina el deber del legislador de respetar dicho principio al establecer requisitos para el acceso a cargos públicos, así como los límites a su libertad de configuración normativa. Asimismo, se analiza si tiene la naturaleza de trato desigual no justificado del requisito impugnado -ser quintanarroense- por su carácter excluyente, no justificado ni vinculado al mérito, a la función o al servicio público.

80.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado reiteradamente en temas específicos relacionados con el rechazo a distinciones injustificadas, estableciendo criterios que refuerzan el parámetro de análisis en este caso.

81.
El principio de igualdad ante la ley forma parte del ius cogens, es decir, del núcleo normativo imperativo del derecho internacional general, que permea todo el ordenamiento jurídico nacional. Por tanto, ningún acto jurídico puede válidamente contravenirlo. Tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación como la Corte Interamericana de Derechos Humanos han sostenido que este principio fundamenta todo el andamiaje jurídico.

82.
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos argumenta, con razón, que la distinción establecida es arbitraria e injustificada. Si bien el derecho a la igualdad no exige un trato idéntico en todas las situaciones, sí impone que cualquier diferencia de trato se sustente en criterios razonables, objetivos y proporcionales.
 Una distinción carente de justificación razonable configura discriminación.

83.
Así, toda diferencia en el tratamiento entre personas situadas en circunstancias análogas será discriminatoria si no existe una justificación objetiva y razonable que la respalde. Los individuos en situaciones fácticas similares deben ser tratados igual.

84.
En ese sentido, el legislador tiene la responsabilidad de cuidar el contenido normativo de las leyes para evitar que las disposiciones conduzcan a escenarios de desigualdad o exclusión.
 La libertad de configuración legislativa está sujeta a límites constitucionales, entre ellos, el respeto absoluto a los derechos humanos, incluida la prohibición de discriminación por cualquier motivo que atente contra la dignidad humana.

85.
De igual manera, las autoridades judiciales deben implementar procesos interpretativos sensibles a las particularidades del caso concreto, lo que impone al juzgador un deber de contextualización. Si el legislador exige este estándar al juez, con mayor razón debe observarlo él mismo al legislar, garantizando que las normas respondan sustantiva y proporcionalmente a las realidades sociales que pretenden regular.

86.
La norma no tiene base objetiva, no sólo cuando trata desigualmente a los iguales, sino también cuando trata de igual manera a los desiguales. En este caso, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sostiene que el trato desigual -impedir el acceso al cargo de persona rectora- se basa en una característica irrelevante: el origen local.
 Esta diferencia no guarda vínculo alguno con el mérito ni con la función a desempeñar.

87.
Las causas de exclusión no derivan exclusivamente de las denominadas categorías sospechosas de manera taxativa, como el origen étnico o nacional, sino también de prácticas sociales, económicas o culturales que excluyen injustificadamente.
88.
La Corte ha establecido que la distinción basada en nacionalidad, como categoría sospechosa, es inconstitucional cuando introduce una regla de exclusión absoluta en lugar de una preferencia razonada, sin perseguir un fin constitucional imperioso.

89.
Por extensión, también debe considerarse inconstitucional el uso de características extrínsecas al mérito, como el origen local, para restringir el acceso a cargos públicos. Esta distinción vulnera frontalmente el derecho de igualdad. El requisito de ser quintanarroense constituye una distinción extrínseca que opera como una práctica discriminatoria.

90.
En ese marco, el principio de igualdad prohíbe cualquier trato diferenciado fundado en razones como género, raza, religión, nacionalidad, etnicidad, edad o condición social. El origen geográfico local se presenta como una manifestación de discriminación por origen o condición social.

91.
En el ámbito de las convocatorias laborales, los requisitos exigidos deben estar vinculados con las funciones a desempeñar. Solo se justifican las diferencias de trato cuando responden a un requisito profesional esencial y determinante. De lo contrario, vulneran el derecho a la igualdad.

92.
Esta lógica ha sido aplicada en la doctrina jurisprudencial relativa a personas con discapacidad, en la cual se enfatiza que toda exclusión legal debe vincularse con un fin legítimo o con la función a realizar. Las distinciones injustificadas, entendidas como trato diferencial excluyente sin sustento razonable, son constitucionalmente inadmisibles.

93.
Asimismo, la eficiencia en el servicio público guarda relación directa con las capacidades profesionales, la experiencia y las aptitudes concretas, no con el origen geográfico. Cuando una distinción no obedece a las necesidades del servicio y se funda en estereotipos, resulta injustificada.

94.
La desigualdad constituye un hecho ilícito por sí mismo, que genera responsabilidad y puede dar lugar a daño moral, el cual se actualiza cuando se excluye injustificadamente a una persona de una oportunidad pública sin base razonable.

95.
En consecuencia, la exigencia de ser quintanarroense para acceder al cargo de persona rectora de la universidad judicial en esa entidad federativa configura una exclusión absoluta, irrazonable y arbitraria hacia cualquier otra persona ciudadana mexicana. Dicha porción normativa resulta inconstitucional y debe ser invalidada.

VII.3 Estudio del derecho a ocupar un cargo público y libertad de trabajo

96.
Este apartado examina la constitucionalidad del requisito legal que exige ser “quintanarroense” para ocupar el cargo de persona rectora de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, a la luz de los derechos al acceso a cargos públicos y la libertad de trabajo.
97.
Se parte de los precedentes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que delimitan las competencias legislativas locales en materia de requisitos para el servicio público y que desarrollan los estándares aplicables a la interpretación del artículo 35 constitucional en relación con los principios de elegibilidad y mérito.
98.
Asimismo, se articula el análisis con los derechos fundamentales reconocidos en los artículos 1°, 5 y 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 23.1.c) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como con los criterios jurisprudenciales del sistema interamericano.

99.
Como punto de partida, debe decirse que se reconoce la facultad constitucional del Congreso del Estado de Quintana Roo para legislar sobre su régimen interior, dentro de su libertad configurativa incluida la determinación de los requisitos para acceder a cargos públicos locales, como lo establecen los artículos 40 y 41 de la Constitución Federal.

100.
En términos generales, el cargo de persona titular de la rectoría de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo comporta funciones de representación legal, dirección institucional, coordinación académica, gestión administrativa, celebración de convenios, supervisión de actividades docentes y de investigación, etcétera.

101.
De ello se desprende que trasladar el modelo de requisitos de naturaleza política -arraigo, origen- a un cargo técnico‑académico constituye una aplicación errónea del diseño constitucional.

102.
La Suprema Corte ha establecido que son inconstitucionales las normas que imponen requisitos irrelevantes para definir el perfil del aspirante, interpretando que la “calidad” a que se refiere el artículo 35 constitucional corresponde a características que evidencien la idoneidad, eficiencia y eficacia en el desempeño del cargo,
 y no a aspectos extrínsecos como el origen geográfico.

103.
En el contexto universitario, debe privilegiarse la selección del mejor perfil profesional para cumplir con las funciones constitucionales de docencia e investigación que establece el artículo 3 constitucional. Por tanto, los criterios de selección deben centrarse en competencias y conocimientos específicos, evitando cualquier forma de exclusión injustificada.

104.
También, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las legislaturas locales no están facultadas para regular supuestos en los que se limite el acceso a cargos públicos a mexicanos por nacimiento en las entidades federativas, pues la Constitución reserva a la Federación todo lo relativo a la dimensión externa de la soberanía.

105.
Por ende, prima facie, las legislaturas locales carecen de competencia para reservar cargos públicos a mexicanos por nacimiento, y por extensión, a personas con un origen local específico. Establecer como requisito ser mexicano por nacimiento para acceder a cargos públicos es inconstitucional si no se justifica por fines relacionados con la soberanía o la seguridad nacional.

106.
En apoyo a lo anterior, la Suprema Corte ha invalidado normas estatales que exigían ser mexicano por nacimiento para ocupar determinados cargos, al considerar que las legislaturas locales no tienen facultades para distinguir entre mexicanos por nacimiento y por naturalización. Tales restricciones vulneran los derechos a la igualdad y a la libertad de trabajo y el exigir dicha calidad en cargos desvinculados de la soberanía nacional es una forma de discriminación.

107.
En concordancia, la jurisprudencia ha declarado la contravención a la Constitución de restricciones fundadas en el origen o la nacionalidad que no cumplen con un fin constitucionalmente legítimo ni guardan relación con las funciones inherentes al cargo.

108.
En el caso concreto, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos alega -con razón- que el requisito de ser quintanarroense no guarda relación con las funciones rectorales, por lo que resulta inadmisible. Esta postura se refuerza con la doctrina constitucional vigente en materia de requisitos para cargos públicos.

109.
En esa línea, los procedimientos de selección de servidores públicos deben basarse en el mérito y la capacidad profesional. No pueden incluir requisitos irrazonables ni generar privilegios injustificados. El principio de igualdad exige que todas las personas ciudadanas que cumplan los requisitos tengan acceso al proceso en condiciones equitativas.

110.
Además, el derecho a ser votado y el de ocupar un cargo público, ambos previstos en el artículo 35 constitucional, deben interpretarse armónicamente con el resto del orden constitucional, especialmente en lo relativo a los principios de elegibilidad y no discriminación.

111.
Aunque la designación de la persona rectora corresponde a una decisión orgánico-administrativa, imponer el requisito de ser quintanarroense constituye una limitación a la libertad ocupacional o de trabajo y, por ende, vulnera el derecho a acceder a cargos públicos en igualdad de condiciones.

112.
Por ello, una norma será inconstitucional si introduce distinciones basadas en el origen nacional o local, o si infringe la libertad de trabajo al imponer exclusiones absolutas sin justificación objetiva.

113.
La libertad de trabajo -reconocida en los artículos 5 y 123 constitucionales- garantiza la posibilidad de ejercer actividades lícitas y obtener una remuneración adecuada. Este derecho, si bien no es absoluto, solo puede restringirse por causas expresamente previstas en la ley, como resoluciones judiciales o gubernativas que protejan derechos de terceros o intereses sociales.

114.
Así, el Estado tiene la obligación de no imponer obstáculos irrazonables al ejercicio de los derechos. Cualquier norma que impida una decisión autónoma, sin base suficiente, vulnera el derecho al libre desarrollo de la personalidad.
 Este derecho, expresión directa de la dignidad humana, protege la capacidad de cada individuo para elegir libremente su proyecto de vida, sin coacción ni impedimentos injustificados.

115.
Por tanto, ninguna autoridad debe imponer visiones estereotipadas de lo “correcto” que limiten la individualidad. El uso del origen geográfico como criterio excluyente representa una injerencia ilegítima en dicha autonomía.
 El libre desarrollo de la personalidad excluye imposiciones basadas en valores estatales unilaterales -como el arraigo local sin fundamento- que anulen la pluralidad y diversidad de los individuos.

116.
Hacer del origen local un requisito indispensable, sin relación funcional con el cargo, desplaza la voluntad individual por un elemento arbitrario que vulnera la dignidad humana.

117.
Las restricciones legales solo son válidas si responden a un fin legítimo y están estrictamente vinculadas con dicho fin. A falta de una conexión clara y objetiva con las funciones rectorales, el requisito de origen deviene inconstitucional. De ahí que el legislador esté obligado a establecer requisitos que guarden una relación directa, objetiva y razonable con el perfil del cargo, evitando cualquier forma de distinción injustificada.

118.
Por ejemplo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha invalidado requisitos como “no tener antecedentes penales” por no estar vinculados con el perfil inherente al cargo. En comparación, el requisito de origen local resulta aún más extrínseco e irrelevante.

119.
La jurisprudencia también ha rechazado exclusiones fundadas en estereotipos, como los basados en la edad, que presumen la inidoneidad sin evaluar la capacidad real.

120.
De manera similar, en casos de auto adscripción indígena, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido el derecho a la identidad frente a estereotipos sobre idioma o residencia.

121.
Estas restricciones arbitrarias deben evitarse también cuando se trata de la ciudadanía mexicana: no puede desnaturalizarse su universalidad por criterios geográficos.

122.
Asimismo, se han invalidado normas que excluyen de forma absoluta a determinados perfiles sin justificación, como ocurrió en el caso del servicio profesional electoral.

123.
Todos estos precedentes refuerzan el argumento de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos: exigir ser quintanarroense es una medida estereotipada, que no atiende al mérito ni a la capacidad profesional.

124.
La exigencia de origen local opera de forma similar a otras distinciones inválidas como las basadas en antecedentes penales o nacionalidad. Se trata de una exclusión absoluta entre ciudadanos que carece de justificación constitucional.

125.
Afirmar que solo lo local garantiza la competencia para ejercer un cargo público donde se debe privilegiar el perfil implica una falacia.
 La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reiterado que los requisitos deben estar funcionalmente vinculados con el desempeño del empleo.

126.
Según el artículo 1° constitucional, cualquier categoría protegida -como el origen- debe ser justificada mediante evidencia técnica, científica o empírica.

127.
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reiterado que la exclusión basada en elementos ajenos al mérito constituye una restricción indebida de los derechos políticos. Los requisitos de acceso a cargos deben fundarse en aptitudes, experiencia y conocimientos. No pueden justificarse por factores como el origen geográfico.

128.
En este caso, no se acredita, mediante evidencia objetiva, que ser quintanarroense sea una condición profesional esencial para ejercer la rectoría. La exigencia se revela como un estereotipo sin base constitucional.

129.
Conforme al artículo 23.1.c) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda persona tiene derecho a acceder, en condiciones de igualdad, a funciones públicas. El requisito impugnado infringe este principio.

130.
En conclusión, el requisito de ser quintanarroense para ocupar la rectoría de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo constituye una distinción injustificada, sin relación funcional con el cargo. Transgrede los derechos a ocupar un cargo público y libertad de trabajo. En consecuencia, dicha porción normativa es inconstitucional y debe ser invalidada.

VII.4 Valoración de los argumentos sobre el test de proporcionalidad

131.
La Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha planteado la aplicación del test ordinario de proporcionalidad o razonabilidad, argumentando que la norma impugnada no tiene una finalidad protegida por la Constitución. En específico, señala que la norma no supera la primera grada del examen de razonabilidad, al no perseguir un fin constitucionalmente legítimo.

132.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que el escrutinio ordinario exige examinar si la medida legislativa persigue una finalidad constitucionalmente válida, es decir, su legitimidad.

133.
En términos generales, las intervenciones en los derechos humanos deben estar plenamente justificadas. Para determinar si una medida legislativa es idónea para cumplir con fines constitucionales, incluso podría requerirse información empírica o de conocimiento científico o especializado, según el caso.

134.
Así lo ha sostenido de forma reiterada la jurisprudencia constitucional nacional e interamericana, toda vez que no puede justificarse ninguna afectación a derechos humanos si no responde a una finalidad que el propio texto constitucional reconozca como legítima.

135.
Como lo expuso dicha Comisión, la restricción analizada no vislumbra finalidad constitucional alguna, por lo que falla desde la primera etapa del test, tanto en un análisis ordinario como estricto.

136.
La doctrina de la Suprema Corte establece que un requisito como el de ser quintanarroense debe ser inherente a las funciones del cargo y perseguir un fin legítimo.
 Si, como en el presente caso, se trata de un factor extrínseco -el origen geográfico-, desvinculado de capacidades profesionales, entonces se aparta de la finalidad constitucional y se convierte en un obstáculo irrazonable, contrario al mérito.

137.
En consecuencia, toda restricción basada en dicho requisito debe demostrar al menos una relación empírica con un fin constitucionalmente válido, como podría ser la eficiencia institucional o la selección por mérito.

138.
Asimismo, toda limitación al derecho a la libertad de trabajo debe observar los principios de razonabilidad, proporcionalidad y respeto al interés social. Esto implica que la medida debe perseguir una finalidad constitucionalmente legítima, ser adecuada, idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto.

139.
Si no cumple alguno de estos elementos -en particular, si carece de un fin constitucional legítimo o de relación directa con la función pública-, la restricción deviene inválida. En ese caso, se vulnera injustificadamente el derecho al libre desarrollo de la personalidad.

140.
Así lo ha sostenido de forma reiterada la jurisprudencia constitucional nacional e interamericana, en los términos de esta ejecutoria, toda vez que no puede justificarse ninguna afectación a derechos humanos si no responde a una finalidad que el propio texto constitucional reconozca como legítima.

141.
En el caso concreto, como se ha expuesto ampliamente, la norma que exige el requisito de ser quintanarroense para acceder al cargo de persona rectora no está orientada a la protección de ningún bien jurídico constitucionalmente reconocido, ni guarda relación con el mérito, la eficiencia, la soberanía, la seguridad nacional o algún otro fin de los contemplados en la Constitución Federal.
142.
Por tanto, no supera la primera grada del test de proporcionalidad, lo que hace innecesario continuar con el análisis de los siguientes elementos, esto es, la medida es, desde su origen, contraria al parámetro de regularidad constitucional.

VII.5 Valoración de los argumentos de defensa

143.
El artículo 64, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II, del artículo 105 de la Constitución Federal, establece que dentro del plazo de quince días se deberá rendir el informe que contenga las razones y fundamentos tendientes a sostener la validez de la norma general impugnada o la improcedencia de la acción de inconstitucionalidad. No obstante, durante la sustanciación, el ministro instructor se pronunció en relación con los oficios presentados por el Poder Legislativo del Estado de Quintana Roo, en dos aspectos: la falta de legitimación y la extemporaneidad en dos intentos de desahogo, por lo que no se tuvo a tiempo el contenido de defensa, para efectos procesales formalmente.
144.
No obstante, la falta de informe no priva al tribunal de control constitucional para realizar el análisis de fondo sobre la constitucionalidad de la norma impugnada, porque la acción de inconstitucionalidad se caracteriza por ser un medio de control abstracto y la Suprema Corte de Justicia de la Nación no se encuentra limitada por la actividad procesal de las partes para determinar si una norma se ajusta o no al parámetro constitucional.

145.
El efecto jurídico de que no se rinda el informe o que se rinda extemporáneamente no implica la aceptación de los argumentos de la parte actora ni impide el examen judicial y aunque formalmente la autoridad no tiene por expuestas sus defensas que justifiquen la norma, la Suprema Corte de Justicia de la Nación igualmente debe emitir sentencia de fondo con base en el contenido normativo impugnado, el parámetro de regularidad y los principios constitucionales.

146.
Por ello, si alguna idea contenida en ese documento es útil como ilustración contextual, puede mencionarse en el estudio doctrinal o en la descripción del contexto normativo, pero no con valor de defensa procesal ni como alegato formal de la autoridad demandada Poder Legislativo, aunque son coincidentes en esencia con los que expuso el Poder Ejecutivo, ambos del Estado de Quintana Roo.

147.
Los argumentos son:

i)
Libertad de configuración legislativa: en ejercicio de su soberanía conforme a los artículos 40 y 41 de la Constitución Federal, tiene la facultad de regular su régimen interior y determinar los requisitos para acceder a cargos públicos, siempre que no contravengan mandatos constitucionales.

ii)
Justificación de la norma: defiende el requisito como una medida razonable y necesaria.

iii)
Conocimiento del contexto local: una persona quintanarroense poseerá un entendimiento intrínseco de las necesidades específicas de la región, incluyendo las particularidades del sistema jurídico local, las dinámicas sociales y culturales que influyen en la administración de Justicia.

iv)
Fomento del arraigo y compromiso: el requisito busca garantizar una conexión más fuerte y un compromiso profundo con la institución y la comunidad a la que sirve.

v)
Facilitación de relaciones interinstitucionales: un rector local estaría mejor situado para construir relaciones sólidas y colaboraciones efectivas con otras instituciones y actores clave dentro del estado.
vi)
Distinción válida: afirma que la prohibición de discriminación no es absoluta y que, en este caso, la exigencia se justifica por la necesidad de asegurar un perfil con conocimiento y compromiso específicos, siendo una diferenciación objetiva y proporcional a la finalidad perseguida.

148.
 Un argumento central de las autoridades demandadas es la libertad de configuración legislativa. Sin embargo, conforme a la doctrina constitucional consolidada, esta facultad no es absoluta. La libertad legislativa está sujeta a límites estrictos cuando se afectan derechos fundamentales, como el de igualdad, no discriminación y acceso a cargos públicos.

149.
 Si bien los congresos estatales gozan de libertad configurativa para regular ciertas materias, dicha potestad debe ejercerse con sujeción a los mandatos constitucionales y a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales. Un requisito de origen local no puede imponerse como obstáculo para ejercer un derecho político ni para acceder a un cargo público si no está justificado por un fin constitucional legítimo.

150.
 En este sentido, la Suprema Corte ha establecido que, para determinar si una norma es desigual, es irrelevante la intención del legislador. Lo que se analiza es el resultado de la norma. La exigencia de ser quintanarroense impone un trato injustificado, irrazonable y no objetivo, por lo que vulnera el principio de igualdad.

151.
Adicionalmente, ni los usos y costumbres ni el principio de libre determinación pueden justificar normas que excluyan a otras personas ciudadanas mexicanas. El marco constitucional no permite establecer distinciones basadas en el origen local cuando éstas no guardan relación funcional con las tareas del cargo.

152.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reiterado que, cuando la acción legislativa afecta derechos fundamentales, debe aplicarse un escrutinio riguroso. Toda clasificación debe atender al principio de igualdad sustantiva, lo que impone al legislador el deber de justificar razonablemente cualquier trato desigual.

153.
Desde esa óptica, uno de los argumentos principales de invalidez es que el requisito de ser “quintanarroense” carece de conexión funcional con las tareas de dirección, gestión o liderazgo académico que desempeña la persona rectora. La jurisprudencia convencional, como en el caso Reverón Trujillo vs. Venezuela, establece que el mérito profesional y no características ajenas como el origen deben ser el criterio rector para acceder a la función pública.

154.
La parte demandada argumenta que el requisito busca asegurar el arraigo, el conocimiento del contexto local y el compromiso con la comunidad. Sin embargo, estas justificaciones operan para los cargos políticos por su naturaleza representativa, no a los cargos académico‑administrativos -como una rectoría-, porque para ese perfil no se acredita que el conocimiento de la realidad local esté restringido exclusivamente a quienes ostentan el origen quintanarroense.

155.
A su vez, la defensa sostiene que dicho requisito fortalecería las relaciones interinstitucionales y garantizaría la permanencia en el cargo. No obstante, estas finalidades hipotéticas no se sustentan en evidencia empírica ni justifican la exclusión absoluta de personas mexicanas con perfil profesional idóneo. No hay prueba alguna de que quienes no sean originarios de Quintana Roo carezcan de compromiso institucional o que tengan mayor propensión a abandonar el cargo.

156.
La exclusión absoluta derivada del requisito de origen constituye una distinción injustificada basada en un factor extrínseco al mérito, y por tanto, una medida injustificada. No solo vulnera el derecho de igualdad, sino que restringe irrazonablemente el derecho al trabajo y al libre desarrollo de la personalidad, sin satisfacer una finalidad constitucional legítima.

157.
En suma, los argumentos presentados por las autoridades demandadas no superan el estándar constitucional exigido. La exigencia de ser quintanarroense no encuentra respaldo en una finalidad legítima, ni guarda proporción ni idoneidad con respecto a las funciones del cargo. Se trata de una medida injustificada y excluyente, que reproduce estereotipos incompatibles con un Estado democrático de derecho.

VIII. EFECTOS

158.
De acuerdo con todo lo anterior, conforme a lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44, 45 y 73 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación precisará las declaratorias de invalidez determinadas en la presente ejecutoria.

159.
Se declara la invalidez de la porción normativa "y quintanarroense" del artículo 7, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo.

160.
De conformidad con el artículo 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la declaratoria de invalidez de la porción normativa “y quintanarroense” contenida en el artículo 7, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, debe extenderse, por vía de consecuencia, al artículo 10, fracción I, en su porción normativa “y quintanarroense”, del Acuerdo General 1/2025 del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, por el que se emite el Reglamento Interior de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo; y se abroga el Reglamento de la Escuela Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Poder Judicial del referido Estado.

161.
Lo anterior es así, debido a que dicho precepto reglamentario reproduce el mismo requisito de origen geográfico local para el acceso al cargo de la Rectoría que ha sido declarado inconstitucional en esta ejecutoria, por lo que incurre en el mismo vicio de falta de razonabilidad y de incompatibilidad con los principios de igualdad y distinción injustificada, al condicionar el acceso a un cargo académico-administrativo a un criterio ajeno al mérito, la capacidad y la idoneidad profesional.

162.
Los órganos obligados a cumplir la sentencia son el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo, ambos del Estado de Quintana Roo, como autoridades que emitieron y promulgaron la norma. Además, la Universidad Judicial como órgano aplicador de la Ley Orgánica está vinculada a no aplicar la porción declarada inválida.

163.
La declaratoria de invalidez surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos a los poderes Legislativo y Ejecutivo, ambos del Estado de Quintana Roo.

164.
No se conceden efectos retroactivos, dado que no es materia penal.

Por todo lo antes expuesto y fundado, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación,

RESUELVE:

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad.
SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 7, párrafo segundo, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, en su porción normativa “y quintanarroense”, expedida mediante el Decreto Número 094, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el cuatro de febrero de dos mil veinticinco, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso de dicho Estado.

TERCERO. Se declara la invalidez, por extensión, del artículo 10, fracción I, en su porción normativa “y quintanarroense”, del Acuerdo General 1/2025 del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, por el que se emite el Reglamento Interior de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo; y se abroga el Reglamento de la Escuela Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Poder Judicial del referido Estado.

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución por medio de oficio a las partes; devuélvase el expediente a la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad para los efectos legales a que haya lugar y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa apartándose de los párrafos 48 y del 96 al 157, Batres Guadarrama apartándose de algunas consideraciones, Ortiz Ahlf separándose de algunas consideraciones, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz. Las personas Ministras Espinosa Betanzo, Ortiz Ahlf y Figueroa Mejía anunciaron sendos votos concurrentes. Las personas ministras Herrerías Guerra y Presidente Aguilar Ortiz reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente con el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL).- Ponente, Ministro Arístides Rodrigo Guerrero García.- Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL).- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL).
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copias fotostática constante de veintiocho fojas útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 38/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del trece de enero de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diez de julio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA SARA IRENE HERRERÍAS GUERRA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 38/2025

En sesión de trece de enero de dos mil veintiséis, el Tribunal Pleno declaró la invalidez del artículo 7, párrafo segundo, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, así como, por extensión, del artículo 10, fracción I, del Acuerdo General 1/2025 del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, ambos en la porción normativa “y quintanarroense”.

La decisión se sustentó, esencialmente, en que el requisito consistente en ser “quintanarroense” para ocupar la Rectoría de la Universidad Judicial introduce una exclusión injustificada para el acceso a un cargo público de naturaleza técnico-académica y administrativa, con base en un elemento ajeno al mérito, la capacidad y la idoneidad profesional exigibles para su desempeño.

Razón de la concurrencia

Comparto la conclusión del Tribunal Pleno y, por tanto, la declaratoria de invalidez; sin embargo, considero que la invalidez de la norma impugnada debió construirse a partir de un escrutinio estricto, y no mediante un examen de razonabilidad ordinaria.

Si, como sostiene la propia ejecutoria, el requisito de ser “quintanarroense” constituye una distinción injustificada sustentada en el origen geográfico local de la persona aspirante, entonces la regularidad constitucional de la medida debía examinarse bajo un estándar reforzado de control, toda vez que, por una parte, se trata de una diferenciación comprendida en la prohibición de discriminación del artículo 1º constitucional; y, por otra, esa distinción restringe el acceso a un cargo público, ámbito en el que las “calidades” a que se refiere el artículo 35, fracción VI, constitucional deben guardar una relación objetiva con el mérito, la capacidad y la idoneidad para el desempeño de la función.

Específicamente, la porción normativa impugnada no exige una aptitud profesional, una trayectoria académica o jurisdiccional, ni una capacidad de gestión institucional, sino una cualidad de pertenencia territorial. De ese modo, convierte el origen geográfico local en un presupuesto de elegibilidad para acceder a la Rectoría de la Universidad Judicial y excluye, por esa sola razón, a otras personas mexicanas que podrían reunir plenamente el perfil profesional necesario para desempeñar el cargo.

A mi juicio, esa configuración normativa impedía examinar la medida a partir de un escrutinio ordinario. Por el contrario, al sustentarse en un criterio comprendido en la cláusula antidiscriminatoria del artículo 1º constitucional y proyectarse sobre el acceso a un cargo público, la disposición debió analizarse mediante un escrutinio estricto.

Así, aplicado ese estándar, la invalidez de la norma se aprecia con claridad desde la primera grada del test. Las razones ofrecidas para sostener el requisito —arraigo, conocimiento del contexto local, compromiso con la comunidad o fortalecimiento de las relaciones institucionales— no constituyen, en mi concepto, fines constitucionalmente imperiosos aptos para justificar una exclusión basada en el origen geográfico local de la persona aspirante.

Ciertamente, la Rectoría de la Universidad Judicial no es un cargo de representación política ni una función cuya naturaleza constitucional exija una pertenencia territorial específica. Se trata, por el contrario, de una posición de dirección académica y administrativa, cuyas condiciones de acceso deben vincularse con la aptitud profesional para el desempeño del cargo, y no con un criterio de procedencia local.

Por tanto, aunque coincido con la declaratoria de invalidez de la porción normativa “y quintanarroense”, considero que esa conclusión debió sustentarse en que la medida, al introducir una diferenciación basada en el origen geográfico local para acceder a un cargo público, debía someterse a un escrutinio estricto y no superaba, siquiera, la exigencia de perseguir una finalidad constitucional imperiosa.

Por estas razones, acompaño la decisión adoptada por el Tribunal Pleno, pero formulo el presente voto concurrente.

Atentamente
Ministra Sara Irene Herrerías Guerra.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente de la señora Ministra Sara Irene Herrerías Guerra, formulado en relación con la sentencia del trece de enero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 38/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diez de julio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA LORETTA ORTIZ AHLF EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 38/2025
El trece de enero de dos mil veintiséis el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió, por unanimidad de nueve votos, el asunto citado al rubro y determinó, entre otras cosas, declarar la invalidez del artículo 7, párrafo segundo, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, en su porción normativa “y quintanarroense”, expedida mediante el Decreto Número 094, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el cuatro de febrero de dos mil veinticinco.

Si bien estoy de acuerdo la invalidez de la norma impugnada, me separo de algunas de las consideraciones que la sustentan, como explico a continuación.

En primer lugar, me aparto de la metodología empleada para analizar el concepto de invalidez formulado por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos pues, a mi juicio, no se identifica correctamente el planteamiento de la accionante. En efecto, aunque en la demanda desarrolla su argumentación en tres apartados, ello no significa que haga valer tres conceptos de invalidez autónomos o independientes para sostener la inconstitucionalidad del precepto impugnado.

Una lectura integral de la demanda permite advertir que la accionante formuló un único concepto de invalidez consistente en que el requisito de ser "quintanarroense" para acceder a la rectoría de la Universidad Judicial constituye una distinción que no supera un escrutinio ordinario, por carecer de una justificación objetiva y razonable. A partir de esa premisa, sostiene que la disposición vulnera el principio de igualdad y no discriminación, así como el derecho de acceso a un cargo público.

Sin embargo, en la resolución se da a entender que la demanda planteaba tres cuestiones distintas: una relativa al principio de igualdad y no discriminación; otra vinculada con el derecho de acceso a un cargo público y la libertad de trabajo; y una tercera referente al examen proporcionalidad de norma. Con base en ello, desarrolló un estudio independiente respecto de cada uno de esos apartados y, en cada uno de ellos, concluyó que la disposición impugnada era inconstitucional.

En mi opinión, esa metodología no refleja adecuadamente el planteamiento de la accionante. El escrutinio ordinario de constitucionalidad no constituía un argumento adicional o independiente de los derechos fundamentales invocados, sino la herramienta metodológica propuesta para determinar si la distinción legislativa vulneraba esos derechos. En consecuencia, el análisis debió centrarse en verificar si el requisito impugnado superaba ese examen y, a partir del resultado obtenido, concluir si la medida resultaba compatible o no, con los derechos de igualdad y no discriminación y de acceso a los cargos públicos.

Proceder en sentido diverso conduce a fragmentar el concepto de invalidez y a formular, en cada apartado del estudio, una declaración de inconstitucionalidad respecto de la misma disposición normativa, lo cual, en mi opinión, además de innecesario no es adecuado.

Por ello, considero que la sentencia debió estructurar su análisis a partir de un escrutinio ordinario de la distinción introducida por el legislador. Esa metodología, aparte de responder con mayor fidelidad a los planteamientos de la demanda, evita duplicidades argumentativas y preserva una secuencia lógica en el estudio de la constitucionalidad de la norma.

En segundo lugar, tampoco comparto que la sentencia haya incorporado un apartado específico denominado "VII.5. Valoración de los argumentos de defensa". Ello no porque estime que los planteamientos formulados por el órgano legislativo deban dejar de analizarse, sino porque su valoración forma parte del propio examen de constitucionalidad de la medida impugnada. En un escrutinio ordinario corresponde, precisamente, confrontar las razones ofrecidas por el legislador para justificar la distinción normativa con las exigencias constitucionales de proporcionalidad, a efecto de determinar si aquélla persigue una finalidad constitucionalmente válida y si existe una relación objetiva entre el requisito establecido y las funciones inherentes al cargo.

De este modo, los argumentos de defensa no constituyen un aspecto autónomo susceptible de estudiarse una vez concluido el análisis de fondo, sino elementos que necesariamente deben ponderarse durante el desarrollo del propio escrutinio.

Finalmente, comparto las consideraciones de la sentencia respecto del escrutinio ordinario, en el que se concluye que el requisito consistente en ser "quintanarroense" para ocupar la rectoría de la Universidad Judicial resulta inconstitucional.

En efecto, desde mi perspectiva, se trata de una exigencia de carácter extrínseco que restringe el acceso al cargo con base en una condición ajena a la idoneidad de la persona para desempeñar sus funciones, vulnerando los derechos de igualdad y no discriminación y de acceso a los cargos públicos. El origen estatal de la persona aspirante carece de toda conexión racional con el mérito, la capacidad, la experiencia profesional o las atribuciones inherentes a la persona que ocupe el cargo de la rectoría de la Universidad Judicial. Por lo tanto, al no existir una justificación constitucionalmente legítima que explique esa diferenciación, el requisito opera como una exclusión injustificada y, por ende, contrario al texto constitucional.

Por las razones anteriores, si bien, en términos generales, mi voto fue a favor de declarar la invalidez del artículo impugnado, lo hago por los motivos y metodología que expreso en el presente voto concurrente.

Atentamente
Ministra Loretta Ortiz Ahlf.- Firmado electrónicamente.
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de tres fojas útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente de la señora Ministra Loretta Ortiz Ahlf, formulado en relación con la sentencia del trece de enero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 38/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diez de julio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.

VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 38/2025

TEMA. Las calidades que establezca la ley para acceder a un cargo público se deben de analizar bajo un test simple de razonabilidad, cuando no utilicen alguna de las categorías sospechosas establecidas en el artículo 1o de la Constitución Federal.

1.
En sesión de trece de enero de dos mil veintiséis, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió declarar procedente y fundada la acción de inconstitucionalidad.

2.
En consecuencia, se declaró la invalidez del artículo 7, párrafo segundo, fracción I, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, en su porción normativa “y quintanarroense”.

3.
Además, se declaró la invalidez, por extensión, del artículo 10, fracción I, en su porción normativa “y quintanarroense”, del Acuerdo General 1/2025 del Pleno del Consejo de la Judicatura del Poder Judicial del Estado, por el que se emite el Reglamento Interior de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo.

I.
Razones de la mayoría

4.
La sentencia se divide en cinco apartados, cuya síntesis es la siguiente:

5.
VII.1 Parámetro de control de regularidad constitucional

a) Normas constitucionales aplicables: artículos 1 (principio pro persona), 3 (rige la educación impartida por el Estado), 5 (consagra el derecho a ocupar un cargo público), 123 (rige las relaciones laborales entre los Estados y sus trabajadores), y 133 (refuerza la integración de los tratados en el parámetro de regularidad constitucional).

b) Normas convencionales aplicables: artículos 1.1 (obligación de respetar y garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos sin discriminación); 2 (deber de adoptar disposiciones de derecho interno para hacer efectivos los derechos y libertades); 23, numeral 1, inciso c), (derecho de los ciudadanos a acceder, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país); y, 24 (principio de igualdad), todos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Así como los artículos 2 (compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos en el Pacto); 25, inciso c), (derecho de tener acceso a las funciones públicas); y, 26 (prohibición de toda discriminación), todos del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

c) Doctrina jurisprudencial constitucional relevante: en el presente asunto se aplicarán criterios jurisprudenciales.

6.
VII.2 Estudio del principio de igualdad y distinción injustificada: Toda diferencia en el tratamiento entre personas situadas en circunstancias análogas será discriminatoria si no existe una justificación objetiva y razonable que la respalde. En consecuencia, la exigencia de ser quintanarroense para acceder al cargo de persona rectora de la universidad judicial en esa entidad federativa configura una exclusión absoluta, irrazonable y arbitraria hacia cualquier otra persona ciudadana mexicana. Dicha porción normativa resulta inconstitucional y debe ser invalidada.

7.
VII.3 Estudio del derecho a ocupar un cargo público y libertad de trabajo: En términos generales, el cargo de persona titular de la rectoría tiene funciones de representación legal, dirección institucional, coordinación académica, gestión administrativa, celebración de convenios, supervisión de actividades docentes y de investigación. En el contexto universitario, debe privilegiarse la selección del mejor perfil profesional para cumplir con las funciones constitucionales de docencia e investigación que establece el artículo 3 constitucional. Por tanto, los criterios de selección deben centrarse en competencias y conocimientos específicos, evitando cualquier forma de exclusión injustificada.

8.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que las legislaturas locales no están facultadas para regular supuestos en los que se limite el acceso a cargos públicos a mexicanos por nacimiento en las entidades federativas, pues la Constitución reserva a la Federación todo lo relativo a la dimensión externa de la soberanía. Por ende, prima facie, las legislaturas locales carecen de competencia para reservar cargos públicos a mexicanos por nacimiento, y por extensión, a personas con un origen local específico.

9.
En esa línea, los procedimientos de selección de servidores públicos deben basarse en el mérito y la capacidad profesional. No pueden incluir requisitos irrazonables ni generar privilegios injustificados. El principio de igualdad exige que todas las personas ciudadanas que cumplan los requisitos tengan acceso al proceso en condiciones equitativas.

10.
Además, el derecho a ser votado y el de ocupar un cargo público, ambos previstos en el artículo 35 constitucional, deben interpretarse armónicamente con el resto del orden constitucional, especialmente en lo relativo a los principios de elegibilidad y no discriminación.

11.
Aunque la designación de la persona rectora corresponde a una decisión orgánico-administrativa, imponer el requisito de ser quintanarroense constituye una limitación a la libertad ocupacional o de trabajo y, por ende, vulnera el derecho a acceder a cargos públicos en igualdad de condiciones.

12.
Hacer del origen local un requisito indispensable, sin relación funcional con el cargo, desplaza la voluntad individual por un elemento arbitrario que vulnera la dignidad humana.

13.
En conclusión, el requisito de ser quintanarroense para ocupar la rectoría de la universidad judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo constituye una distinción injustificada, sin relación funcional con el cargo. Transgrede los derechos a ocupar un cargo público y libertad de trabajo. En consecuencia, dicha porción normativa es inconstitucional y debe ser invalidada.

14.
VII.4 Valoración de los argumentos sobre el test de proporcionalidad: La restricción analizada no vislumbra finalidad constitucional alguna, por lo que falla desde la primera etapa del test. Toda limitación al derecho a la libertad de trabajo debe observar los principios de razonabilidad, proporcionalidad y respeto al interés social. Esto implica que la medida debe perseguir una finalidad constitucional legítima, ser adecuada, idónea, necesaria y proporcional en sentido estricto.

15.
VII.5 Valoración de los argumentos de defensa: Un argumento central de las autoridades demandadas es la libertad de configuración legislativa. Sin embargo, conforme a la doctrina constitucional consolidada, esta facultad no es absoluta. La libertad legislativa está sujeta a límites estrictos cuando se afectan derechos fundamentales, como el de igualdad, no discriminación y acceso a cargos públicos. Un requisito de origen local no puede imponerse como obstáculo para ejercer un derecho político ni para acceder a un cargo público si no está justificado por un fin constitucional legítimo.

16.
La parte demandada argumenta que el requisito busca asegurar el arraigo, el conocimiento del contexto local y el compromiso con la comunidad. Sin embargo, estas justificaciones operan para los cargos políticos por su naturaleza representativa, no a los cargos académico-administrativos, porque para ese perfil no se acredita que el conocimiento de la realidad local esté restringido exclusivamente a quienes ostentan el origen quintanarroense.

17.
A su vez, la defensa sostiene que dicho requisito fortalecería las relaciones interinstitucionales y garantizaría la permanencia en el cargo. No obstante, estas finalidades hipotéticas no se sustentan en evidencia empírica ni justifican la exclusión absoluta de personas mexicanas con perfil profesional idóneo. No hay prueba alguna de que quienes no sean originarios de Quintana Roo carezcan de compromiso institucional o que tengan mayor propensión a abandonar el cargo.

II.
Razones de la concurrencia
18.
En la sesión correspondiente, expresé mi conformidad con el sentido de la entonces propuesta de sentencia; sin embargo, expliqué que me separaba de la metodología utilizada para llegar a esa conclusión.
19.
Desde mi perspectiva, los artículos cuestionados debieron ser revisados bajo un test simple de razonabilidad, al advertirse una afectación al derecho a ocupar cargos públicos en condiciones de igualdad; metodología que propuse utilizar también al resolverse la acción de inconstitucionalidad 127/2024.
20.
El artículo 35, fracción VI, de la Constitución Federal reconoce como derecho a la ciudadanía el poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley.
21.
Bajo el referido test, es suficiente con analizar si la medida implica una calidad directamente relacionada con el perfil idóneo para desempeñar la función respectiva, lo que lógicamente implica analizar previamente cuáles son las funciones del cargo correspondiente.

22.
La conclusión me parece que se sigue fácilmente: la norma sujeta a control constitucional no es razonable porque la calidad de ser quintanarroense no es indicador de capacidad técnica, honestidad ni idoneidad para administrar recursos, por lo que no guarda una relación racional con las funciones del cargo.

23.
Por estas razones, coincido en declarar la invalidez de dicho requisito, pues vulnera el derecho de acceder a cargos públicos en condiciones de igualdad; sin embargo, me aparto de la metodología utilizada, en los términos expuestos.

Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía.- (El presente voto se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).
DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuatro fojas útiles, en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor Ministro Giovanni Azael Figueroa Mejía, formulado en relación con la sentencia del trece de enero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 38/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diez de julio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.

VOTO CONCURRENTE

QUE FORMULA EL MINISTRO IRVING ESPINOSA BETANZO EN LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 38/2025

En sesión de 13 de enero de 2026, el Tribunal Pleno resolvió, por unanimidad de 9 votos, la acción de inconstitucionalidad al rubro citada, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en el sentido de declarar la invalidez del artículo 7, fracción I1, de la Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, reformado mediante Decreto Número 094, publicado el 4 de febrero de 2025, en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa, al considerar que al exigir la condición de ser persona quintanarroense para ocupar el cargo de persona titular de la Rectoría de la mencionada Universidad, vulnera los derechos de igualdad y no discriminación, de acceso a un cargo público y libertad al trabajo, ya que atento al origen geográfico de la persona (quintanarroense) se le impide acceder al cargo público (Rectoría) y de elegir la realización de ese trabajo, sin que la condición de ser quintanarroense atienda al mérito y a la capacidad profesional para asegurar el debido desempeño del encargo, además de que la condición de ser quintanarroense carece de conexión funcional con las tareas de dirección, gestión o liderazgo académico que desempeña la persona rectora.

Aunque comparto que la norma controvertida es inconstitucional formulo las precisiones siguientes:

1.
Constitución y tratados

Me separo del párrafo 48 que dice:

48.
El parámetro de control de regularidad constitucional se integra por el conjunto de derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte. Conforme al artículo 1 constitucional, dichos derechos se articulan de manera armónica, sin establecer jerarquías entre sus fuentes, y conforman un bloque normativo que obliga a todas las autoridades a garantizar la protección más amplia a las personas. Este marco normativo autoriza y exige a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación examinar toda posible violación a los derechos fundamentales, tanto en su dimensión constitucional como convencional.

Esto, por tratarse de un párrafo, a mi parecer, innecesario para resolver, pues en el caso, no tenía que dilucidarse si existe jerarquía entre la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y tratados internacionales, ya que en el presente asunto no hay disputa entre normas constitucionales y convencionales.

2.
Tipo de escrutinio

Me separo del párrafo 135 en el que se dice que: “…la restricción analizada no vislumbra finalidad constitucional alguna, por lo que falla desde la primera etapa del test, tanto en un análisis ordinario como estricto…”.

Esto, pues desde mi punto de vista, el estudio debió ceñirse al escrutinio estricto, porque el trato diferenciado surgió en el origen (ser quintanarroense) que se exige a la persona para ser Rector de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo, lo que, desde mi punto de vista, constituye una categoría sospechosa prevista en el numeral 1°, último párrafo2, constitucional, que justifica la aplicación del escrutinio estricto.

Si bien el texto constitucional refiere expresamente a los términos “origen étnico o nacional”, a mi parecer, ello puede abarcar el origen estatal de una persona (como lo es ser quintanarroense), más si se toma en cuenta que el numeral 1°, último párrafo, es enunciativa (no limitativa), ya que al final dispone “o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”.

Así, estimo que el análisis no debe ser ordinario, ni debe realizarse a la luz de los dos (ordinario y estricto), pues son excluyentes entre sí, ya que el estricto surge cuando se está en las categorías sospechosas que refiere el numeral 1°, último párrafo, constitucional, mientras que el ordinario opera cuando no se está en ese caso.

3.
Meritocracia

Me aparto de las consideraciones en que se señala que los méritos de la persona deben ser el elemento que se tome en cuenta para el ejercicio del cargo de Rectoría de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo.

Esto, porque, a mi parecer, en nuestro país hay fuertes condiciones de desigualdad social, económica y geográfica que impiden a las personas desarrollar los mismos méritos, de tal modo que la meritocracia puede llegar a ser un factor para elegir como persona “mejor” preparada a la Rectoría, a quien tuvo mejores condiciones económicas y sociales, que le permitieron mejor preparación, perpetuando así la desigualdad.

Sin embargo, comparto lo que sostiene el voto mayoritario en el sentido de que la porción normativa controvertida carece de conexión funcional con las tareas de dirección, gestión o liderazgo académico que desempeña la persona rectora, pues la condición de ser quintanarroense no tiene relación con ello.

Ministro Irving Espinosa Betanzo.- Firmado electrónicamente.

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de dos fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor Ministro Irving Espinosa Betanzo, formulado en relación con la sentencia del trece de enero de dos mil veintiséis, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 38/2025, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a diez de julio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. DEBE DESESTIMARSE LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PLANTEADA POR EL PODER EJECUTIVO LOCAL EN QUE ADUCE QUE AL PROMULGAR Y PUBLICAR LA NORMA IMPUGNADA SÓLO ACTUÓ EN CUMPLIMIENTO DE SUS FACULTADES”, jurisprudencia P./J. 38/2010, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 164865, Tomo XXXI, abril de 2010, página 1419.


� Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente.


� Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones:


I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; […]


XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y […]


Artículo 18. La Presidencia es el órgano ejecutivo de la Comisión Nacional. Está a cargo de un presidente, al cual le corresponde ejercer, de acuerdo con lo establecido en la Ley, las funciones directivas de la Comisión Nacional y su representación legal.


� ARTICULO 19. Las controversias constitucionales son improcedentes:


…VIII. Cuando de la demanda se advierta que no se hacen valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos...


ARTICULO 65. En las acciones de inconstitucionalidad, la ministra o el ministro instructor de acuerdo con el artículo 25, podrá aplicar las causales de improcedencia establecidas en el artículo 19 de esta ley, con excepción de su fracción II respecto de leyes electorales, así como las causales de sobreseimiento a que se refieren las fracciones II y III del artículo 20…


� “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE.”, jurisprudencia P./J. 36/2004, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 181395, Tomo XIX, junio de 2004, página 865.


� “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. PARA QUE SE ESTUDIEN LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE LA CONTRAVENCIÓN DE LA NORMA QUE SE IMPUGNA CON CUALQUIER PRECEPTO DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.”, jurisprudencia P./J. 93/2000, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 191107, Tomo XII, septiembre de 2000, página 399.


� “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI EN LA DEMANDA SE EXPRESAN DEFICIENTEMENTE LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ, LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN DEBE SUPLIR LA QUEJA DEFICIENTE.”, jurisprudencia P./J. 30/2005, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 178563, Tomo XXI, mayo de 2005, página 783.


“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. EL CONTROL DE LA REGULARIDAD CONSTITUCIONAL A CARGO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN AUTORIZA EL EXAMEN DE TODO TIPO DE VIOLACIONES A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.”, tesis aislada P. XI/2008, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 169573, Tomo XXVII, junio de 2008, página 673.


� “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. LA SUPLENCIA DE LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ OPERA AUN ANTE LA AUSENCIA DE LOS MISMOS.”, jurisprudencia P./J. 96/2006, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 174565, Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1157.


� Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos


1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.


Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno


Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.


Artículo 23. Derechos Políticos


1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades:


…c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.


Artículo 24. Igualdad ante la Ley


Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley.


� Artículo 26


Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.


� “DERECHOS HUMANOS CONTENIDOS EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES. CONSTITUYEN EL PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL, PERO CUANDO EN LA CONSTITUCIÓN HAYA UNA RESTRICCIÓN EXPRESA AL EJERCICIO DE AQUÉLLOS, SE DEBE ESTAR A LO QUE ESTABLECE EL TEXTO CONSTITUCIONAL.”, jurisprudencia P./J. 20/2014 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2006224, Libro 5, abril de 2014, Tomo I, página 202. Contradicción de tesis 293/2011, resuelta por el Pleno el tres de septiembre de dos mil trece.


� Amparo directo en revisión 1621/2010, resuelto por la extinta Primera Sala el quince de junio de dos mil once.


� Varios 912/2010, resuelto por el Pleno el catorce de julio de dos mil once.


� “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD PROMOVIDA POR UN ORGANISMO DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS. EN LA DEMANDA RESPECTIVA PUEDEN PLANTEARSE VIOLACIONES AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y, POR ENDE, LA INCONSTITUCIONALIDAD INDIRECTA DE UNA LEY POR CONTRAVENIR LO ESTABLECIDO EN UN TRATADO INTERNACIONAL SOBRE DERECHOS HUMANOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 10 DE JUNIO DE 2011).”, jurisprudencia P./J. 31/2011, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 161410, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 870.


� Se abrió a firma el día diecinueve del mes de diciembre del año de mil novecientos sesenta y seis, en la ciudad de Nueva York, E.U.A. Respecto al proceso en México, el Pacto fue aprobado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión el dieciocho del mes de diciembre del año de mil novecientos ochenta, y fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el miércoles veinte de mayo de mil novecientos ochenta y uno. El Instrumento de Adhesión de México fue depositado el día veinticuatro del mes de marzo del año de�mil novecientos ochenta y uno.


� “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. RESULTA INNECESARIO PRONUNCIARSE SOBRE LOS CONCEPTOS DE INVALIDEZ PLANTEADOS EN LA DEMANDA CUANDO SE ADVIERTE UN VICIO DE INCONSTITUCIONALIDAD QUE PROVOCA LA NULIDAD TOTAL DEL ACTO LEGISLATIVO IMPUGNADO.”, jurisprudencia P./J. 42/2013 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2005220, Libro 2, enero de 2014, Tomo I, página 356.


� Opinión consultiva 18/03 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


� “PRINCIPIO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. ALGUNOS ELEMENTOS QUE INTEGRAN EL PARÁMETRO GENERAL.”, jurisprudencia P./J. 9/2016 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2012594, Libro 34, septiembre de 2016, Tomo I, página 112.


� “IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.”, jurisprudencia 1a./J. 55/2006, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 174247, Tomo XXIV, septiembre de 2006, página 75.


� “DISCRIMINACIÓN. OBLIGACIÓN DEL LEGISLADOR DE NO USAR PALABRAS QUE GENEREN ESE EFECTO.”, tesis aislada 2a. XII/2017 (10a.), de la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2013787, Libro 40, marzo de 2017, Tomo II, página 1389.


� “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. SU ÁMBITO MATERIAL DE VALIDEZ A PARTIR DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011.”, jurisprudencia 1a./J. 124/2017 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2015680, Libro 49, diciembre de 2017, Tomo I, página 156.


� Amparo directo 47/2011, resuelto por la extinta Primera Sala el veintiocho de noviembre de dos mil doce. Razones similares en el amparo directo en revisión 1624/2008, resuelto por la extinta Primera Sala el cinco de noviembre de dos mil ocho; amparo directo 54/2011, resuelto por la extinta Primera Sala el treinta de enero de dos mil trece y amparo directo 55/2011, resuelto por la extinta Primera Sala el veintisiete de febrero de dos mil trece.


� Acción de inconstitucionalidad 89/2018, resuelta por el Pleno el veintidós de octubre de dos mil veinte.


� Amparo directo en revisión 466/2011, resuelto por el Pleno el veintitrés de febrero de dos mil quince.


� Opinión Consultiva 18/03, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


� Amparo directo en revisión 992/2014, resuelto por la extinta Primera Sala el doce de noviembre de dos mil catorce.


� Amparo directo en revisión 1387/2012, resuelto por la extinta Primera Sala el veintidós de enero de dos mil catorce.


� Ley Orgánica de la Universidad Judicial del Poder Judicial del Estado de Quintana Roo: Artículo 8. Corresponde a la persona titular de la Rectoría:


I. Dirigir y coordinar las funciones académicas y administrativas de la Universidad, estableciendo las medidas pertinentes, a fin de que se realicen de manera articulada, congruente y eficaz. II. Proponer para su aprobación al Consejo Académico los planes y programas académicos de la Universidad Judicial, para su presentación ante la Secretaría de Educación. III. Proponer al Consejo Académico las políticas y lineamientos generales para el desarrollo integral de la Universidad. IV. Ejecutar con las distintas áreas de la Universidad Judicial las acciones y estrategias que contribuyan al logro de los objetivos de la misma. V. Gestionar los convenios de colaboración, previa autorización de la Junta de Gobierno, con instituciones similares y de educación superior, tanto nacionales como internacionales, que serán firmados junto con su presidencia. VI. Presentar a la Junta de Gobierno las propuestas de perfiles para incorporarse a laborar en la Universidad como personas docentes. VII. Velar por el cumplimiento de las obligaciones del personal administrativo y académico de la Universidad. VIII. Expedir y firmar constancias, diplomas, reconocimientos y grados que otorgue la Universidad. IX. Rendir los informes que le requiera la Junta de Gobierno. X. Favorecer el intercambio académico de las personas servidoras públicas del Poder Judicial, tanto en instituciones afines como en instituciones de educación superior nacionales e internacionales. XI. Las demás que le confiera el reglamento respectivo.


� “ACCESO A EMPLEO O COMISIÓN PÚBLICA. LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 35 DE LA CONSTITUCIÓN DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, QUE SUJETA DICHA PRERROGATIVA A LAS CALIDADES QUE ESTABLEZCA LA LEY, DEBE DESARROLLARSE POR EL LEGISLADOR DE MANERA QUE NO SE PROPICIEN SITUACIONES DISCRIMINATORIAS Y SE RESPETEN LOS PRINCIPIOS DE EFICIENCIA, MÉRITO Y CAPACIDAD.”, jurisprudencia P./J. 123/2005, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 177102, Tomo XXII, octubre de 2005, página 1874.


� Amparo directo en revisión 1387/2012, resuelto por la extinta Primera Sala el veintidós de enero de dos mil catorce.


� Acciones de inconstitucionalidad 87/2018, 40/2019, 111/2019 y 157/2017, resueltas por el Pleno el siete y veintisiete de enero, veintiuno y veintitrés de julio de dos mil veinte, respectivamente.


� Amparo directo en revisión 5139/2018, resuelto por la extinta Segunda Sala el catorce de noviembre de dos mil dieciocho.


� Caso Reverón Trujillo vs. Venezuela, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


� “DERECHO A SER VOTADO. LOS REQUISITOS PARA SER REGISTRADO COMO CANDIDATO A UN CARGO DE ELECCIÓN POPULAR SÓLO PUEDEN SER LOS DERIVADOS DIRECTAMENTE DE LOS DIVERSOS DE ELEGIBILIDAD.”, jurisprudencia P./J. 13/2012 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2001101, Libro X, julio de 2012, Tomo I, página 241.


“DERECHO A SER VOTADO. REQUISITOS PARA EL ACCESO A CARGOS PÚBLICOS DE ELECCIÓN POPULAR PREVISTOS POR LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.”, jurisprudencia P./J. 11/2012 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2001102, Libro X, julio de 2012,�Tomo I, página 241.


� Amparo en revisión 779/2018, resuelto por la extinta Segunda Sala el quince de mayo de dos mil diecinueve.


� Amparo directo en revisión 5420/2018, resuelto por la extinta Primera Sala el veintiséis de agosto de dos mil veinte.


� Amparo directo 6/2008, resuelto por el Pleno el seis de enero de dos mil nueve.


� Amparo en revisión 623/2017, resuelto por la extinta Primera Sala el trece de junio de dos mil dieciocho.


� Amparo directo en revisión 3319/2016, resuelto por la extinta Primera Sala el doce de julio de dos mil diecisiete.


� Acción de inconstitucionalidad 111/2019, resuelta por el Pleno el veintiuno de julio de dos mil veinte.


� Acción de inconstitucionalidad 128/2015, resuelta por el Pleno el diez de julio de dos mil diecisiete.


� Acción de inconstitucionalidad 98/2022, resuelta por el Pleno el diecisiete de enero de dos mil veintitrés. Razones similares en las acciones de inconstitucionalidad 126/2021 y 137/2021, resueltas por el Pleno el cuatro de octubre de dos mil veintidós.


� Amparo directo en revisión 5324/2015, resuelto por la extinta Primera Sala el veintiuno de septiembre de dos mil dieciséis.


� Acción de inconstitucionalidad 57/2021, resuelta por el Pleno el treinta de noviembre de dos mil veintiuno.


� La Suprema Corte ha utilizado evidencia empírica para descartar criterios excluyentes, como en el caso de personas con VIH/SIDA, en el amparo en revisión 510/2004, resuelta por el Pleno el seis de marzo de dos mil siete.


� Caso López Lone y otros vs. Honduras y San Miguel Sosa y otras vs. Venezuela.


� Este test es una herramienta analítica empleada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por la Corte Interamericana de Derechos Humanos para valorar la compatibilidad de medidas restrictivas con los derechos fundamentales. Consta, tradicionalmente, de cuatro elementos o gradas y si una medida no supera alguno el análisis se detiene, por ser innecesario examinar los siguientes elementos:


i)	Si la medida persigue una finalidad constitucionalmente legítima.


ii)	Si es idónea para alcanzarla.


iii)	Si es necesaria, es decir, si existen medios menos lesivos para lograr el mismo objetivo; y


iv) Si es proporcional en sentido estricto, lo que implica un balance entre el grado de afectación a los derechos fundamentales y los beneficios constitucionales perseguidos.


� “IGUALDAD. EN SU ESCRUTINIO ORDINARIO, EL LEGISLADOR NO TIENE LA OBLIGACIÓN DE USAR LOS MEJORES MEDIOS IMAGINABLES.”, tesis aislada P. VIII/2011, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, materia constitucional, registro digital 161302, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 33.


� “LIBERTAD DE CONFIGURACIÓN LEGISLATIVA DE LOS CONGRESOS ESTATALES. ESTÁ LIMITADA POR LOS MANDATOS CONSTITUCIONALES Y LOS DERECHOS HUMANOS.”, jurisprudencia P./J. 11/2016 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2012593, Libro 34, septiembre de 2016, Tomo I, página 52.


� “CATEGORÍA SOSPECHOSA. SU ESCRUTINIO.”, jurisprudencia P./J. 10/2016 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, materia constitucional, registro digital 2012589,�Libro 34, septiembre de 2016, Tomo I, página 8.


� Amparo directo en revisión 7735/2018, resuelto por la extinta Segunda Sala el siete de agosto de dos mil diecinueve.


� Amparo directo en revisión 5324/2015, resuelto por la extinta Primera Sala el veintiuno de septiembre de dos mil dieciséis.


� Acción de inconstitucionalidad 89/2018, resuelta por el Pleno el veintidós de octubre de dos mil veinte.


1 Artículo 7. La persona titular de la Rectoría tendrá la representación oficial y legal de la Universidad Judicial y presidirá el Comité Académico; durará en su encargo cuatro años, con posibilidad de reelección por una sola ocasión.


Para ser titular de la Rectoría se requiere:


I. Ser persona ciudadana mexicana y quintanarroense, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; […].


2 Arículo 1°


(…) Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.





